Auto 293/12
Referencia: solicitud de audiencia pública dentro del marco del cumplimiento de la sentencia T-724 de 2003 y de los autos 275 de 2011 y 268 de 2010.
Peticionario: Alejandro Ordóñez Maldonado, Procurador General de la Nación. 
Magistrado Ponente:

LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ


Bogotá, D.C.,  once (11) de diciembre de 2012
La Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Jorge Iván Palacio Palacio y Luis Guillermo Guerrero Pérez, quien la preside, en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales, profiere el siguiente AUTO con base en las subsiguientes 
CONSIDERACIONES
1. Mediante el auto 275 de 2011, esa Corporación declaró el incumplimiento por parte de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos (UAESP) de las órdenes conferidas en la sentencia T-724 de 2003 y de los criterios generales fijados en el auto 268 de 2010. 
2. En consecuencia, dejó sin efecto la Licitación Pública No. 001 de 2011, al igual que todos los actos administrativos dictados con ocasión de dicho proceso, que tenía por objeto concesionar bajo la figura de áreas de servicio exclusivo (ASE) la prestación del servicio público domiciliario de aseo en la ciudad de Bogotá. Esta licitación incluía, entre otros, los componentes de recolección, barrido, limpieza de vías y áreas públicas del aludido servicio.
3. Fueron varias las órdenes adoptadas en el mencionado Auto, entre ellas la obligación de la UAESP de definir un esquema de metas a cumplir en el corto plazo, destinado a la formalización y regulación de la población de recicladores de Bogotá, que debía ser entregado a esta Corporación a más tardar el 31 de marzo de 2012. 
4. Mediante Auto 084 de 2012, esta Sala de Revisión determinó que se había cumplido con la obligación de remitir tal información. Asunto que expuso en los siguientes términos: “(…) Declarar que la UAESP envió dentro del término exigido por el Auto 275 de 2011, el esquema que pretende aplicar en el corto plazo para cumplir con las obligaciones contempladas en la sentencia T-724 de 2003 y con los criterios fijados en el Auto 268 de 2010. Por lo anterior, la insta a continuar con el proceso”. 

5. A partir de entonces, la Corte ha recibido información relacionada con el adelanto de las medidas adoptadas para el cumplimiento de las órdenes proferidas en la sentencia T-724 de 2003, y en los Autos 268 de 2010 y 275 de 2011. Así, por ejemplo, la Procuraduría General de la Nación, mediante escrito radicado el 11 de octubre de 2012, indicó que “(…) el indicador de resultado que actualmente está en ejecución, sigue siendo cero por ciento (0%). No obstante lo anterior, ello obedece al hecho que se vienen realizando actividades, (…) que por ahora no se ven reflejadas en el indicador del resultado. Se evidencian dificultades presentes y a futuro para el cumplimiento de las metas, como el hecho que algunas dependen de otras autoridades, [y] la falta de estrategia de financiación”. De igual modo, el 25 de septiembre de 2012, la UAESP envió a esta Corporación un escrito en el que, amén de hacer referencia al seguimiento de la Procuraduría, expone el esquema de metas actualizado a diciembre de 2012. Entre los aspectos que se relatan pueden diferenciarse someramente cinco puntos: el primero trata sobre la dotación a recicladores, la configuración de rutas selectivas de recolección de residuos potencialmente aprovechables, la realización y actualización de un censo, y la consolidación de Organizaciones de Recicladores Autorizadas para la prestación del servicio (ORAS); el segundo, contiene elementos del mercado, como información sobre el costo de los residuos sólidos  potencialmente aprovechables en el mismo; el tercero versa sobre aspectos de infraestructura, que incluye parques de reciclaje y centros de acopio; el cuarto contiene aspectos vinculados con la normatividad, como modificaciones al Plan de Manejo Integral de Residuos Sólidos (PMIRS), el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos (PGIRS), acuerdos distritales y decretos, que contemplan la aplicación del comparendo ambiental para quien no separe en la fuente; finalmente, el quinto aspecto trata sobre la separación en la fuente y la información a los usuarios del servicio público domiciliario de aseo, que estará a cargo de algunos recicladores y estudiantes de grados 9, 10, y 11. 
6. Mediante escrito radicado en esta Corporación el 6 de noviembre de 2012, Nohra Padilla Herrera, representante de la Asociación Cooperativa de Recicladores de Bogotá (ARB), solicitó que se tomaran medidas preventivas para apoyar al Alcalde Mayor de Bogotá en el cumplimiento progresivo de la sentencia T-724 de 2003. Igualmente, pidió que se sancionara por desacato al director de la UAESP y que se ordenara  el cumplimiento total y estructural de las órdenes dadas en la mentada providencia y en el auto 275 de 2011. Asunto que debía desarrollarse en un proceso concertado y con la presencia de los recicladores de base reconocidos en el censo. 
7. La Corte ha recibido múltiples documentos enviados por varias entidades, entre ellos el seguimiento efectuado por parte de la Procuraduría General de la Nación mencionado previamente. De él puede concluirse que el manejo actual del servicio público de aseo y de las acciones adoptadas por la UAESP es complejo y presenta dificultades, más se están llevando a cabo actuaciones que en términos del ministerio público “(…) por ahora no se reflejan en el indicar de resultado (…)”. De allí, no es posible considerar, prima facie, que exista un incumplimiento de las órdenes emitidas en las providencias plurimencionadas y que –en este momento​- sea menester que esta Corporación asuma el conocimiento del asunto.
8. Ahora bien, mediante escrito radicado en esta Corporación el nueve de noviembre del año en curso, la Procuraduría General de la Nación solicitó a esta Corporación que, si lo estimaba necesario, convocara a todas las entidades y organizaciones de recicladores relacionadas con el cumplimiento de las providencias plurimencionadas a una mesa técnica o audiencia pública. Lo anterior, con base en consideraciones atinentes a la celebración de este tipo de audiencias como mecanismos que propugnan por garantizar la materialización de las órdenes impartidas por el juez constitucional. 
9. Si bien la celebración de tales audiencias se constituye en una herramienta que propugna por garantizar el cumplimiento de órdenes dadas por el juez constitucional, en este momento, la Sala estima que su realización no es necesaria. Esto, en razón a que la misma Procuraduría ha informado a esta Corporación que la UAESP y demás entidades han estado adelantando actuaciones que aún no se ven reflejadas en los indicadores de resultado. De hecho, en el mismo escrito de solicitud que origina esta providencia, el Ministerio Público reiteró que “(…) el Distrito ha realizado diversas actividades tendientes al cumplimiento del Plan de Inclusión que no se reflejan en los indicadores de resultado (…)”. 

10. Como quiera que tales actividades se encuentran en implementación y evolución, conforme lo afirma el propio Ministerio Público y que los resultados –positivos o negativos- aún no son visibles, la Corte encuentra que en este momento no le es dado pronunciarse sobre el manejo que la Autoridad Administrativa le está dando al cumplimiento de las órdenes dadas en las aludidas providencias. Esto, además, fundamentado en que la propia accionante en la T-724 de 2003 y peticionaria en ambos incidentes que dieron origen a los Autos 268 de 2010 y 275 de 2011 solicitó a esta Corporación que apoyara al Alcalde en el cumplimiento de tales órdenes, sin que en su escrito, salvo disconformidades marginales, manifieste desacuerdo. Adicionalmente, es claro, conforme al escrito remitido por la UAESP el 25 de septiembre del año en Curso, mencionado en el numeral 5º de esta providencia, que la entidad ha adelantado ciertas actuaciones, que incluyen –por ejemplo- políticas para alcanzar la separación en la fuente.

11. Finalmente, se reitera que en principio no le corresponde a esta Corporación pronunciarse sobre el modelo de gestión acogido por la Alcaldía Mayor de Bogotá en relación con el manejo de los residuos generados en la capital, sean o no aprovechables, sino sobre la manera como quede incorporada la población de recicladores en él. Aspecto sobre el cual, se repite, ha sido enviada información a la Corte, que está pendiente de concretarse y cuya impacto sólo será apreciable una vez entre en ejecución el modelo propuesto.

12. En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución

RESUELVE

Primero.-No ACCEDER, en este momento y conforme a las consideraciones de esta providencia, a la solicitud elevada por el Procurador General de la Nación, Alejando Ordóñez Maldonado. 
Segundo.- Por Secretaría General, líbrense las comunicaciones de que trata el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese, comuníquese y cúmplase,

LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ

Magistrado

GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO

Magistrado

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Magistrado

MARTHA VICTORIA SÁCHICA DE MONCALEANO

Secretaria General
